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DIARIO DE SESIONES 
DE LAS . 

CORTES ~ENERA~ES~E~TRAORDINARIAS. 

SESION DEL DIA 19 DE NOVIEMBRE DE 1811. 

Conformándose las Córtes con el dictámen de la c 
mision de Justicia, resolvieron que se remitiese al COK 
scio de Regencia una representacion de D. Juan Garc 
Bsrzanallana, quien hacia presente que por impsrtantl 
servicios que especificaba, habia perdido sus bienes t 
Madrid, y solicitaba que se le colocase en el ramo de pr( 
visiones, como se lo ofreció la Junta Central, y habia rc 
clamado por el Ministerio de Hacienda; para que tenien 
do presentes S. A. los servicios, le destinase en aquel rf 
mo en lo que segun su idoneidad pudiese continuarlos. 

Se di& cuenta del dictbmen de la comision de Su 
Presion de empleos, que con presencia de las listas de 10 
provistos por el conducto del Ministerio de Gracia y Jus 
ticia en Setiembre de este año, proponia 88 aprobase 1 
hecho por el Consejo de Regencia, y que á las listas d 
Proviciones civiles, eclesiásticas y militares acompañase1 
los expedientes originales que motivasen gracias par 
ticulares, especialmente de las que producian por su1 
asignaciones recargos gravosos II los fondos públicos. Pe. 
ro se declard no haber lugar 6 votar sobre la Primera 
Parte, y se desaprobó la segunda relativa á la remiSiOn 
de expedientes originales. 
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La comision de Constitucion, en cumplimiento de lo 
‘esuelto ayer, presentó reformado el art. 249 del proyec- 
;o de Constitucion en estos términos: 

#Los militares gozarán tambien de fuero particular 
m los términos que previene la ordenanza, 6 en adelan - 
e previniere. 9 

e 
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El Sr. ESCUDERO : Quisiera que se expresase si en 
ste artículo se deben entender las órdenes que se han 
dicionado á la ordenanza. 

*El Sr. ARGUELLES: La comision no ha tenido pro- 
orcion de examinarlas ; pero desde luego ha creido que P 

tc , odas las que se han publicado respectivas á la ley militar, 
formaban parte de ella; y la intencion da1 Congreso en- 
tiendo que ha sido no alterarla por ahora. 

Acerca de Ias provisiones hechas por medio del Mi- El Sr. MARTINEZ (D. José): Estoy conforme con Ia 
nisterjo de Estado en Agosto y Setiembre presentes, pro- opinion del señor preopinante, pues todas las órdenes 
POnia la misma comision que se aprobasen, y se dijese al respectivas á la ley militar, se reputan siempre como par- 

Consejo de Regencia, que en la expedicion de las sucesi- te de la ordenanza. Entendido el artículo de este modo, 
vas gracias, diese noticia de los servicios distinguidos de 
los agraciados, en Ias relaciones mensuales que remitiese 

no hay inconveniente en aprobarle tal cual está ; pero 
tengo otra dificultad, y es si se han de reputar por mili - 

Para noticia del Congreso, y se resolviú igualmente no tares los matriculados de mar. 
haber lugar d votar sobre la primera parte de Ia ProPueS- El Sr. DEL MONTE: Es de ordenanza, y los tercios 

574 

ta, aprobándose la segunda, con la expresfon de que se 
diese á las Córtes la noticia expresada en conformidad y 
cumplimiento de lo prevenido en el RsgIamento del Con- 
sejo de Regencia. 

Ccn este motivo, el Sr. Laserna presentó una propo- 
sicion (que fué aprobada), reducida á que «se recordase la 
resolucion del Congreso de 14 de Agosto último, para 
que el Consejo de Regencia arreglase el establecimiento 
de la imprenta Real, y se hiciesen las economias corres- 
pondientes, pasándose luego á las Córtes el reglamento, 
si estuviese hecho, para que informadas por Ia combion 
de Hacienda, recayese la soberana aprobacion. * 

DS 19 de noviembre de 1811 Sesión Pública.
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navales estaSn declarados como cuerpos organizados mili- 
tares. 

El Sr. MARTIWEZ (D. José): No creo que se me pue- 
da citar un decreto que declare formalmente que están 
considerados como cuerpos militares; y como esta ea una 
ley constitucional, quisiera que se expresase con to3a la 
posible claridad. 

El Sr. AZNAREZ: Me parece que esto se consegui- 
ria poniendo owlenaa3a.s en lugar de ordenanza. 

El Sr. VILLANUEVA: No hay necesidad. Por orde- 
nanza se entienden todas. Lo mismo que cuando se dice: 
«conforme á la ley, >) se entiende conforme á todas las 
leyes. 

El Sr. GOLFIR: El artículo está como debe estar. La 
palabra ordenanza las expresa todas. Si se añadiera eso 
de la matrícula de mar, haõrfa más dudas.* 

Aprobdse el artículo, y no se admitid d disausion la 
adicion propuesta por el Sr. D. José Martinez para que se 
expresasen las matrículas de mar. 

aArt. 250. Para ser nombrado magistrado ó juez es 
necesario haber nacido en el territorio español, y ser ma- 
yor de 25 años. Las demás calidades que respectivamente 
deban tener serán determinadas por las leyes. ti 

El Sr. URIA: Señor, mis altos deberes, y la instruc- 
cion particular que se me ha dado como Diputado propie- 
tario de la ciudad de Guadalajara de la América septen- 
trional, donde reside una Audiencia de primera entrada, 
me obligan á hablar sobre el art. 252 del proyecto que 
se discute. No es mi ánimo oponerme á las dos calidadee 
que en él se expresan, y que la comision juzga necesaria3 
en los que han de obtener las magistraturas de los tribu- 
nales, pero sí el ampliarlas y extender el artículo hácia 
otras, que no siendo puramente naturales, como conside- 
ro aquellas, influyen próximamente en los grandes obje- 
tos que se ha propuesto la Constitucion en esta su segun- 
de parte. Uno de los más principales es el asegurar en la 
Nacion la recta, pronta, efectiva é imparcial administra- 
cion de la justicia, y esta es una de las miras más intere- 
santes de las bases de la potestad judicial, pero objeto y 
miras que no podrán jamás realizarse si la Constitucion 
no toma por sí las medidas conducentes á este fin, sin 
abandonarlas á la determinacion de leyes particulares, ex- 
puestas á la variacion ó inobservancia. Depende aquella, 
Señor, de la aplicacion de las leyes generales á casos par- 
ticulares; y por justas que sean estas, nunca podrán ser 
justificados los procedimientos legales si n:, lo son los ma- 
gistrados que las dispensan. Muy sábias son 6 la verdad, 
y acreditadas, la3 que se hallan grabadas en nueetros Co- 
digos sobre este asunto, y sin embargo, V. M. es un del 
testigo de las amargas quejas y continuas reclamaciones 
que resuenan en este augusto santuario de la justicia con- 
tra las infracciones que de ellas se hacen en los tribuna- 
les. Y si esto sucede en España y alrededor del Trono, 
dejo á la alta consideracion de V. M. cuáles serán los la- 
mentos que se arrojan mbs allá de los mare3, donde el 
triunfante despotismo obra 6 su libertad, y es causante de 
males, tanto más irreparables, cuantas son las inmensas 
distancias que impiden el que V. M. los perciba. Mas nc 
es solo este el cruel enemigo que hace gemir en silencie 
aquellos súbditos; lo es igualmente la torpe ignorancia, 
que entronizada en las Audiencias de primera entrada de 
aquellos países de la América, decide ufana de la suerk 
de lo más precioso que tiene el hombre, de la vida, de le 
muerte, y de sus propiedades: lincreible desgracia, perc 
que la vemos con nuestros propios ojos, y la palpamos COL 
nuestras manos no raras veces! A este extremo ha llega- 
cO la vbitwiedad que ha presidido á los nombramientor 

le togados, colocando en aquellas Audiencias Q sugetos 
nexpertos, sin los profundos conocimientos de 1s pr&ti- 
!a forense, 6 incapaces por lo mismo para desempeñar su 
!argo por 8í SOMOS, y sin el auxilio de letrados, de quienes 
os mendigan vergoazosamente, y que mejor que ellos son 
Icreedores 16 10s altos puestos á que lo8 ha elevado el fa- 
Tor Ó e1 parentesco. Y á vista de estos desórdenes, ipodrá 
isonjearse la Constitucion española de haber proporcio- 
lado un seguro asilo á la inocencia perseguida, un firme 
:onvencimiento de su condigna pena al delincuente, ni un 
agrado inviolable, donde queden á cubierto y sin riesgo 
le ser perjudicados los intereses de los que litigan eoe 
suena fé y con derecho? /AhI iDónde está 1s ley funda- 
mental que sirva de principio inalterable para sacar de él 
consecuencias tan felices p placenteras á la Naciou? iSe 
dedooen amasa da las dos ádicar ealid&s que sd expresan 
en el artículo, ó serán bastantes solo estas par++ afianzar 
la opinion pública de los magistrados, y acreditar su im- 
parcialidad, su rectitud, su integridad y su aaierto en la 
aplicacion de las leyes? El asegurar esta, Señor, de una 
manera inviolable deberia ser el principio de donde debe- 
rian partir las bases de la potestad judicial, para que la 
justicia fuese en todos tiempos administrada á satisfaccioa 
de 10s pueblos. P aunque para el logro de este íIn tau in- 
teresante seria mucho de desear que ninguno obtuviese 
los cargos delicados de la magkratura sin haber antes 
acreditado su habilidad y desempeño en los corregimien- 
tos 6 alcaldías mayores en España, ó en el oficio de ase- 
sor de 10s jueces Reales ú ordinarios, de lo8 intendente8 
13 vireyes en la América, no limitaré con todo mi propues- 
ta á solo estos, como si fuesen los finicos capaces de hon- 
rar la toga. Por tanto, dígnese V. M. de aceptar y san- 
cionar la adicion que hago al citado art. 250, que lo cou- 
cibo en estos términos: apara ser nombrado juez 6 ma- 
gistrado es necesario haber nacido en territorio español, y 
ser mayor de 25 años, y ninguno podrb obtener las ma- 
gistraturas de las Audiencias sin acreditar primero el que 
por diez años á lo menos se halla ocupado en calidad 
de letrado en el despacho de los negocios con estudio 
abierto. » 

El Sr. DOU: Los perjuicios de que ha hablado el se- 
ñor preopinante quedan precavidos con lo que dice el ar- 
tículo, que las calidades que deban tener los jueces serás 
determinadas por las leyes; parece que será bueno aten- 
der cuanto él ha dicho, y solo he hallado menos que en’ 
tre los que dicho señor ha propuesto, como dignos de Pia- 
zas togadas, no haya contado á los catedráticos, que ge- 
neralmente se olvidan, á pesar de ser por muchos moti- 
VOB muy acreedores. La3 últimas palabras del artículo na 

me parece que estén bien dispuestas, porque en algun m”- 
do suponen que las leyes no han determinado las coab- 
dades que deban tener los jueces; y no es esto aaf, Porque 
son muchas y muy sábias las que prescriben dichas cir- 
cunstancias, y las propuestas y consultas para el acierto 
en la eleccion; aunque quieran añadir 6 variar algunas, 
esto nada quita ni embaraza: podria evitar el indicado 
inconveniente, y expresar el fin de la comiaion el Poner’ 
las demás calidades que respectivamente deban tener, se- 
rán las que determinen las leyes 6 las que determinaren* 

El Sr. TERRERO: Dice el artículo que deberá tener 
al menos 25 años quien ejerza esta clase de destinos. El 

Ministerio de la judicatura es demasiado sublime, requie’ 
re un muy maduro juicio y una muy consumada Pruden- 
cia, cualidades y dDte3 que de ordinario no se hallan en loe 
25 años. Deberia, pues, exigirse la edad del varou Per- 
fecto, que son los 33; pero acercándome al deseo de ;: 
ctimieion, oontintome con loe 30 silos. Yo bien 14 que 
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ancianidad venerable no se computa por los años, ni 1~ 
edad de 1S senectud BS otra cosa que la buena comporta. 
cion de la vida; pero esto en la edad fresca no acaece COI 
frecuencia, y SOR singulares los casos. Añádese que parl 
semejante ejercicio 8s necesaria otra ciencia, que no 8s 12 
meramente especulativa; la ciencia práctica, la cien& 
experimental, que produce el conocimiento del hombre, 
esta ciencia qu8 hasta 81 jU8Z de aivos y mzcertos quiso te- 
ner para aprender á juzgar. Y esta no 3e balla fijada in- 
dudablemente en 103 25 aiIos, por lo que mi mente er 
qU8 para tan relevante encargo 38 aumenten ciuco á ioa 
25 años, y sean 30 los que para obtenerlos sa seiíaten, 

El Sr. GALLEGO: Yo quisiera que la Constitucior 
no estrechas8 tanto las facultades del Gobierno que no 
pudiera elegir para magistrados sugetos de menos de 26 
años de edad. Es necesario considerar que este e3 el mí- 
nimum, y que cuando el Gobierno conceda este empleo a1 
que solo tenga 25 años será porque habrá encontrado em 
él la prudencia necesaria, y mayor que 8n otro3 de 30. 
Yo no creo que se pueda exigir más prudencia para esk 
destino, ni más edad que la que exige la Iglesia para ser 
juez de conciencias y presbítero: así, pienso que no debe 
hacerse innoracion, pues como el artículo dice 25 años á 
lo menoa, siempre tendrá algo más el que sea elegido 
magistrado; y si se fijase el máximum á 45, serian nom. 
brados regularmente por la magistratura hombres de 30 
8 35 años. 

El Sr. GORDILLO: Señor, si V. M. ha tenido á bien 
declarar que así la3 Cór.es presentes como las futurar 
pueden conceder carta de ciudadanato á los extranjero3 
en quienes concurran las cualidades que previene la 
Constitucion, creo que con arreglo B esta determinacion 
debe meditarse el artículo que se cuestiona, á fin de pre- 
caver toda contradiccion, y no frustrar la3 importantes 
miras que promovieron aquella prudente, política y justa 
medida: yo bien sé que es indisputable á la Nacion el im- 
prescriptible derecho de sujetar la prerogativa de ciuda- 
dano á todas las limitaaiones que estime convenientes: sé 
igualmente que la principal causa que impele á un ex- 
tranjero á dejar su pátrio suelo, y establecerse en distint3 
País, es la comodidad y el interés que en él se le presen- 
ta; pero tambien sé que al paso que se buscan aquellas 
ventajas se tienen en mucha consideracion otros respetos 
que halagan el amor propio, granjean reputacion, y son 
capaces de reducir al mínimo la desigualdad de fueros 
que induce una notable separacion entre los indivíduos de 
una misma sociedad: hago esta indicacion para manifes- 
tar que de ninguna manera es oportuno prescribir trabas, 
que directa 6 indirectamente embaracen el fomento de 
nuestra poblaciou, 6 no3 priven de cierta clase de sugetos 
que nos enriquezcan con su3 capitales, d aumenten nues- 
tra prosperidad con alguna invencion é industria de una 
utilidad conocida: por tale3 trabas conceptúo yo la res- 
triccion de que para ser magistrado 6 juez es necesario 
haber nacido en territorio español; pues en mi modo d8 
PsuW, esta imposibilidad de optar á los puestos mas con- 
deco.pados del E3tado ea una nota degradante Para todo 
hombre que sabe discurrir, que tiene facultades, Y que 
Por todas las demb cualidades que le han debido mere- 
cer la alta dignidad de ciudtiano, es de suponer que ha- 
ga un papel brillante en la república pare que quiera 
%SrS8 en nuestros dominios bajo unas condiciones tan 
odiosas, cuando en otros puede ser admitido con mayor 
resPeto y consideracion. Sí, Señor, puede ser admitido 
en otro con mayor respeto y consideracion; porque aun- 
que la política de todos los gobiernoa ha hecho privativas 
de los naturalea de su3 respectivos pafses las primeras 

dignidades y empleos, no han extendido esta reserva á loa 
destinos subalternos, ni por ley constitucional ha prohi- 
bido á los extraños el ser colocados en las magistraturas 
y juzgados. iQué importa que las Córtes expidan carta 
de ciudadanato á favor de cualquiera extranjero ya natu- 
ralizado, si al cabo,al cabo no ha d8 gozar de sus prero- 
gativas y fueros? iQué se adelantará con agregar al ca- 
tálogo de los ciudadanos el indivíduo que se halle honra- 
do con al noble epíteto de español, si no se le han de con- 
ceder 3~3 derechos políticos, si no ha de tener parte en 
81 Congreso nacional, si ha de ser excluido de los subli- 
mes cargos de Ministro del Despacho, de consejero de lG+ 
tado, de la magistratura, del juzgado, y aun quizá de los 
empleos municipales? Yo no me atrevsria á exponer esta8 
reflexiones si no comprendiera que el objeto que me he 
propuesto en ellas, lejos de producir graves inconvenien- 
tes causara tal vez importantes ventajas: digo que no 
producirá ni graves ni pequeños inconvenientes, porque 
encargado el Consejo de Estado de hacer las propuestas 
para el nombramiento de los enunciados destinos, no 
consultará Q otros españole8 que aquellos en quienes esté 
bien probado el talento, la rectitud, la ciencia, la pro- 
bidad y el patriotismo, de donde es de inferir que pres- 
cindirá de todo extranjero que no reuna estas preciosas 
cualidades: digo que causará tal vez importantes venta- 
jas, porque no es ni puede ser metafísico el caso ó los ca- 
sos en que un extranjero, declarado ciudadano, se distiu- 
ge entre la multitud de pretendientes por su instruccion, 
prudencia, celo público, de gobierno, y en estas ocurren- 
cias es verdad innegable que ganariau los pueblos 8n que 
les rigiesen unas personas tan beneméritas y tan dignas: 
yo bien preveo que se me ‘opondrá como dificultad ineu- 
perable que los estraños no pueden tener el propio inte- 
r& que los naturales por la causa pública, ni menos 
abundar en las noticias y conocimientos del país, que son 
necesarios para el exacto desempeño de la magistratura. 
Pero iquién no conoce cuán equivocado es el que unoe 
3ugetos, que por la cualidad de ciudadanos deben ser ca- 
sados con española, poseedores de bienas raíces, 6 due- 
ños de un crecido capital, no tengan, como 103 demás 
miembros de la sociedad, un decidido entusiasmo por la 
felicidad general, y carezcan de los más vivos sentimien- 
tos por la prosperidad de la Nacion? iQuién no se persua- 
d8 cuRn imaginaria es la presuncion de que los mismos 
38 hallen privados de las nociones locales que requiere el 
ministerio judicial, cuando por la razon de haber babita- 
io uno ú otro hemisferio los años que previene la Cons- 
titucion, y adornarlos el talento, la instruccion y demás 
iisposicionss intelectuales, SB supone que han de haber 
ndquirido todas las ideas que exige el exacto desempeño 
ie la magistratura? Pero convengamos por un momeoto 
sn que tenga valor la indicada objeeion, y que efectiva- 
nente carezcan así de celo público como de los oportu- 
los conocimientos: iqué deber6 inferirse de esto sino que 
,l Consejo de Estado los desatenderá en toda propuesta, 
r que jambs ocuparán los pueatoa judiciales? Por esta con - 
Gderacion y las demás que he manifestado, estando con- 
rencido de los perjuicios que pueden resultar de que el ar - 
;ícalo 250 corra en la forma ea que se propone, soy de 
iict6men que se le supriman las erpresionea shaber na- 
Gdo en territorio español., 

El Sr. AROCUELLES: El Sr. Dou ha contestado per- 
‘ectamente á la primera objecion que se propone, dicien- 
lo muy acertadamente que las leyes señalarán las cuali- 
ladea del que haya de ser magistrado. Con efecto, esto 
tera, cuando más, objeto de un reglamento. 

Nosotros tenemos leyes, y muy sábias, que disponea 
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los años de estudios mayores que ha de tener el juez; lo 
conocimientos prácticos que debe haber adquirido en 1 
legislacion, y todos los demás trámites por donde ha d 
pasar antes de llegar á ser magistrado. Los abusos qul 
en est,o ha habido no han provenido de falta de leyes, si 
no de su inobservancia. El reparo del Sr. DOU acerca dl 
que si por decir que las «demás calidades serán deter- 
minadas por las leyes,, puede entenderse, 6 que quedar 
derogadas las que existen, ó que no hay ninguna, esB 
desvanecido por las palabras del mismo artículo. En él 86 
prescribe que las cualidades que necesariamente deberdr 
tener los magistrados, y que no podrán variarse, serán la 
de ser mayor de 25 años y natural de estos reinos. Lc 
demás lo determinarán las leyes. La comision fija este 
artículo para que nadie pueda dispensar estas dos prime- 
ras y principales cualidades; y como no hace mencion de 
Iss demás, ea claro que rigen para las otras circunstan- 
cias las leyes que existen, ó las que en adelante se hicie- 
ren. En cuanto á lo que ha expuesto el Sr. Uria, ya he 
dicho que podrá ser objeto de un reglamento, y las leyes 
tienen previsto en drden á los catedráticos que entran 
tambien en las propuestas. Por lo que toca á la edad, el 
Sr. Gallego ha dicho lo bastante. La comision señala el 
mínimum de 25 años. Un buen sistema de educacion ha- 
rá que los hombres sean más precoces en desplegar sus 
talentos y buena disposicion, y no veo motivo por que se 
tenga por corta la edad de 25 años, cuando á los confe- 
sores no se les exige más. Por poco que se reflexione, 88 
verá que no serán muchos los jóvenes de 25 años que ha- 
yan dado tales pruebas de su saber y práctica en la juris- 
prudencia que merezcan una magistratura. Sin embargo, 
si hubiere alguno que á loa ojos del Consejo de Estado 
tuviere el suficiente mérito en esa edad, y aun mayor que 
otro de 30 años, seria perjudicial que por la edad no pu- 
diese obtener una magistratura: así que las razones, aun- 
que muy júiciosas, del Sr. Terrero, no pueden destruir 
las del Sr. Gallego. Quedan las del Sr. Gordillo. El mis- 
mo Sr. Diputado ha hecho ver la razon , sin destruirla, 
en que se fundó la comision para suponer que los extran- 
jeros no son atraidos por el aliciente de los empleos. El 
estímulo más poderoso que tiene un extranjero para es- 
tablecerse en un país es la proteccion de las leyes, que le 
dejan vivir seguro y dedicarse al ramo que le agrade dc 
industria, y gozar segura y tranquilamente del fruto de 
SUS trabajos. Esto es lo que atrae á los extranjeros; y si 
hasta ahora han apetecido empleos, ha sido para estar B 
cubierto de las vejaciones á que estaban expuestos. Es 
bien sabido que en tiempos de guerra se veian persegui- 
dos y desterrados, pues que no habia como ahora leyes 
que los protegiesen. La magistratura es el primer empleo 
de la Nacion, no porque tenga más brillo, sino porque 

activa en la eleccion de los Diputados de Cortes, aunque 
no puedan serlo con poder obtener cierta clase de ern- 
pleos de Hacienda y otros civiles. La milicia, sobre todo, 
les ofrece un campo vastísimo para sus adelantamientos, 
porque no se prohibe que puedan ser generales en jefe, 
Loe extranjeros, aunque vinieran 3 millones, jeja\& au- 
cediera! no vendrian para ser oidores, alcaldes, sino Para 
disfrutar otras ventajas. Por lo tanto, como no veo de- 
bilitados los fundamentos de la comision, apoyo el ar- 
tículo. h) 

Se aprobó el artículo como está, y no se admitió a 
discueion la adicion del Sr. Uria, relativa á eque ninguno 
pudiess obtener las magistraturas de las Audiencias sin 
acreditar primwo que por diez años, á lo menos, se habia 
ocupado en calidad de letrado en el despacho de los ne- 
gocios con estudio abierto., 

cArt. 251. Los magistrados y jueces no podrán ser 
depuestos de sus destinos, sean temporales 6 perpétuoe, 
sino por cauza legalmente probada y sentenciada, ni sus- 
pendidos sino por acusacion legalmente intentada. » 

El Sr. ANtiR: Me parece que la última parte de este 
trtículo está en contradiccion con el artículo inmediato. 
En este se dice que los magistrados no podrán ser sus- 
lendidos sino en fuerza de una acueacion legalmente in- 
ientada, y en el inmediato bastan quejas expuestas al 
&y para que se verifique la suspension. Esta contradic- 
rion es manifìsta, á no ser que en eI primer caso hable 
ínicamente de la suspeneion que proceda del Tribunal 
lupremo, el que sin acueacion no podrá verificarla, y en 
1 segundo se quiera que el Rey pueda verificarlo sin aeu- 
acion, precediendo solo quejas. De cualquier modo, siem- 
bre era necesario alguna explicacion. Y en mi concepto, 
eberia quitarse la cláusula eacueacion legalmente inten- 
ada,>> sustituyendo en su lugar lo que se previene en el 
eglamento interino del Consejo de Regencia hablando del 
)oder judiciario, esto es, «por justa causa:> si se con%X- 
ra el artículo como está, serán pocos loe que se atreve- 
%n á acusar 6 loe jueces, sabiendo que se han de sujetar 
i lo que las leyes previenen acerca de los acusadores; 
nuchas personas condecoradas no querrán que sus nem- 
u-es se publiquen como de acusadores: otros temerbn ne 
boderla probar; en una palabra, hay delitos 6 abusos ea 
os ju8c88, que á pesar de ser ciertos, es difícil 6 imPesi- 
Ile probarlos; y para que no siguiesen abusando de sa 
loder, convendria dejar más libertad B los ciudadanos 
tara que pudiesen denunciar al Tribunal Supremo les 
busoe de loe jueces, y esto se conssguiria sustituyendo& 
m palabras ani suspendidos sin acusacion legalmente in- 
entada, ni suspendidos sin justa causa., 

El Sr. ARGTJELLES: Se4or, no puedo menos de ala* 
ar la delicadeza con que ha discurrido el Sr. Anér; 3 es ~-^ influye considerablemente en la felicidad del Estado. Hay 1 preciso decir las razones que tuvo la comision, no sepa- 

más: icómo podrá el pueblo mirar con indiferencia que 1 rándose jamás de ]a idoa de que esta proyecto es un Sis- 

un extranjero, tenga enhorabuena las cualidades que se 1 tema. Nosotros tenemos en España, á semejanza de Ro - 
requieren por la ley, le juzgue? Siempre ha de luchar con ! ms, acciones populares respecto de los delitos, en qUg 
el inconveniente del idioma; y es dificultoso que tenga un 1 
coupleto conocimiento del derecho pátrio, aunque sea 

todo ciudadano, no solo está autorizado, sino obligado a 

UUY iluetrado en la jurisprudencia general. Estas cali- 
acusar á los que los cometan, y no se establece ahora, 

dades faltarán casi siempre á un extranjero, aunque ad- 
Con un sistema erile administracion de justicia que haga 

quiera carta de ciudadano, y no es fácil que en compe- 
se observen las leyes protectoras del que tiene justicia! 

tencia del número de letrados que corresponde á 22 mi- 
esto es, que jamás puedan abusar loe que la administraor 

mes de españolea haya un extranjero que merezca ser 
las acciones populares tendrán su efecto, y los jueces Pre- 

preferido á todos; pero aun cuando este caso se verifica- 
varicsdores hallarán en la acusacion popular un freno 

se, como Precisamente habr4 de ser muy raro, 
contra el abuso de su autoridad. Como lo que establece 

no ha 
querido atenderle la cemisien, siendo SU objeto establecer 1 

la eomieion no es solo para este estado de costumbres y 
moralidad y pureza dc los magistrados, sino para otros 

leyes @neral% 9 además, Poque creyó que los ertran- i tiempos.& perfectos en que 88 haya establecido un bUen 
&oa serian suflcientemenbe eetimulad~s 00~ tepec pgz sistema judicial, no podrá negarse la utilidad de una di3- 
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posicion que es relativa á otro estado mejor que el que 
presenta hoy la administracion de justicia. La impunidad 
de los jueces prevaricadores proviene en gran parte del 
defectuoso método de poder hacer efectiva la reeponsabi- 
lidad por dejarse este importantísimo punto á cargo de1 
Gobierno, las más veces interesado en que no se recon- 
venga á 10s magistrados. El ciJdadano que acusa á un 
juez ha de estar protegido por la ley. Para esto es nece- 
sario ponerle á cubierto de una vejacion. Ra habido muy 
POCOS, y 10 serán en adolante, los que se atrevan á em- 
prender una acusacion contra un magistrado si no tienen 
seguridad de que se les ha de proteger contra la vengan- 
za del juez. Así se ve cuán pocos expedientes hay contra 
magistrados? y aun son muchos menos los que COI& tales 
han sido castigados. He creido necesario expresar los prin- 
cipios de la comision, para que no se creyese que habia 
contradiccion entre el artículo actusl y 81 que sigue, y 
porque sin 81 actual suceder& muy á menudo que por 
falta de personas que osasen declararse acusadores de un 
magistrado, podrian quedar impunes juec& delincuentes, 
Sin embargo, siguiendo mi opinion particular, convengo 
en 18 del Sr. Anér: «qU8 se sustituya con justa causa.p 

El Sr. ESPIGA: La comision, Señor, ha querido afian- 
zar la pureza y la integridad de los magistrados, no solo 
sobre la responsabilidad, sino tambien sobre la seguridad 
que debe tener todo juez de que no puede ser suspendido 
del ejercicio de su empleo sino legalmente, y de que será 
protegido siempre por la ley contra la vil delacion, no 
menos que contra la arbitrariedad ministerial. A este fin 
presenta los articulos 251 y 252, de los que se deduce 
necesariamente que la conducta de un juez debe ser exa- 
minada en un juicio formal, bien sea excita’do por el dic- 
támen del Consejo de Estado sobre quejas dadas al Rey, 
bien por una acusacion particular. Pero como no es ve- 
rosímil que nadie se exponga á las consecuencias de una 
calumnia, tanto más criminal, cuanto es dirigida contra 
un magistrado de la Nacion; y como por otra parte se su- 
pone que el objeto de la acusacion ha de ser grave, y por 
consiguiente incompatible con la administracion de la 
justicia, porque de otra manera seria desatendida por el 
tribunal, parece justo que este proceda en su consecuen- 
cia 8 la suspension del juez. Cualquiera que considere la 
opinion de rectitud y de incorruptibilidad que debe ins- 
pirar un magistrado parti que las leyes séan respetadas y 
obedecidas, se convencerá de que no debe seguir juzgan- 
do el mismo que es demåndádo criminalmente sobre el 
ejercicio de sus funciones judiciales, y que 8s presentado 
Como un delincuente ante el juez, cuyo fallo está espe- 
rando el público tan interesado en el descubrimiento de 
la verdád, como en qU8 sus derechos no se pongan en 
unas manos de que hay justos motivos de desconfhw. YO 
no puedo concebir sin una horrible contradiccion que un 
juez, que ha sido acusado de prevaricacion, pueda Ser el 
brgano de la justicia y de las Ieyes en el mismo tiempo 
en que se está justificando el crímen, y que no deba ser 
suspendido hasta la sentencia. 

El Sr. C&JS: Uno de los delitos m& f8OS d8 un 
juez es el de la corrupcion; sin embargo, es el más difícil 
de probar, porque como igua1mente resulta culpado el 
que corrompe que el corrompido, es imposible casi que 
haya una acusacion legal. No obstante, siempre y cuan- 
do haya un juez que cometa este delito, nunca dejará de 
haber indicios, y entonces únicamente es cuando puede 
haber, no acusacion, sino queja de varios que denuncien 
el delito de corrupcion. Yo no sé si entonces deberá ha- 
ber suspendon de empleo, pues con dificultad suC8deri 
que haya acusacion le@lmente iatentada. YO eocuantrt 

contradiccion en los dos artículos, como ha dicho el se- 
ñor Anér, y á mi modo de pensar, no solamente se habla 
ìe quejas que puedan llegar al Rey, sino al Supremo Tri- 
bunal de Justicia. Muchos pueden quejarse d este sin 
Formar acusacion; y en este caso es preciso que el Go- 
bierno tome una providencia formal, porque la poca opi- 
nion que entonces tendrá el juez en su territorio, baria 
1ue fuesen mal recibidos sus fallos. Todo esto se evita 
:on la proposicion del Sr. Anér, psoniendo «justa causa» 
:n lugar de «acusaciou legalmente intentada.» 

EL Sr. ZORRÁQUIk: Yo distingo que son dos las 
autoridades que pueden suspender los jueces; me parece 
lue, conforme á este principio, están bien extendidos los 
rrtículos; y que cuando más, algúna modificaoion de pa- 
.abra pudiera hacerlos más perceptibles. 0 el Rey ó el 
3upremo Tribunal de Justicia pueden suspender los jue- 
:e8, porque pueden ser do8 10s caso8 en que se pida con- 
;ra un juez; y esto es lo qu.e, quieren decir los artículos, 
katándose en el 251 de la autoridad del Tribunal Supre- 
no de Justicia para conocer de este asunto, y en el 252 
ie la del Rey. Si algun juez cometiese un exceso por el 
1~18 merezca ser d8pueStO de su destino, y el iue pudiere 
probarlo se determina á formalizar su acusaoion, y la pre- 
senta al Tribunal Supremo de Justicia, este no puede me- 
10s de admitirla; y tomando el conocim7ento prévio que 
:s justo, acordará la suspension, y proceder6 en el juicio 
hasta su conclusion. Si, por el co,ntrario, no hubiere per- 
sona algun8 que se atreva á acusar á un juez, y los ex- 
cesos de éste se hicieren pres8nteS 6 llegasen á noticia del 
Rey, entonces es el caso del art. 252, en que, si forma- 
do expediente parecieren fundadas las quejas, podrá el 
Rey suspenderlo y remitir al Tribuna¡ Supremo de Justi- 
cia el conocimiento para su ulterior determinacion. Así 
BS que realmente un juez podrá ser suspendido por el Rey 
y por el Tribunal Supremo de Justicia; mas éste no lo 
podrá verificar sino en virtud de la acusacion legalmente 
intentada; no 88 diga por eso que en el momento en que 
se intente ó presente la acusscion, deberá seguirse la sus- 
nension; es necesario que se presenten los comprobantes, 
v que el Tribunal se cerciore, si no de la certeza, al me- 
nos de la probabilidad del delito; de &Ó modo, seria ha- 
cer á los jueces de peor condicion, que, á cualquiera otro 
ciudadano, y poner en manos de un mal intencionado la 
existencia civil de todos 10s jueces, 6 del que fuere más 
iigno de aprecio, puesto que no es fuera de órden pre-- 
sumir que podria alguno exponerse á sufrir el castigo 
que merece una impostura, 6 trueqúé de destruir la bue- 
na opinion de aquel juez de quien tuviese séntimientos. 

NO 8i, pues, admirable la varikion que propone el 

Sr. Anér, porque, siendo distintos los conceptos de los 
dos artfculos, están bien explicados, segun los presenta 
la comision, y únicamente me ocurre que para no dar ja- 
m&s lugar á nuevas dudas, se aiiadiefe despues de la pa- 
labra «suspendidos por el l’ribúnal Supremo de Justicia. n 
Me fundo en que siendó éste 81 concepto de la comision, 
si no me equivoco, se dclararia de Una vez su intencion, 
y se expresaria todo lo que se debe expresar. Todos de- 
bemos estar conformes en que la deposicion absoluta de 
un juez debe ser efecto de un vencimiénto en juicio. Pero 
la suspension puede hacerse de los dos modos que he mi- 
nifestado: en el art. 251 se trata del uno, que 6s por me- 
dio del Tribunal Su$rémo de Justicia, y en el252 del otro, 
que es por medio del Rey, y por lo tanto con expresar en 
el primero al referido Tribunal, se decia todo cuanto ae 
debe apetecer. 

El Sr. OLIVÉfiOS: Al Tribunal de Jasticia do ae 1e 
dice que suspenda, sino què pueda’ saspeirder, ea decir, 
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que puede examinar si en la acusacion ó causa hay mo- 
tivo para que se le suspenda. El Rey debe cuidar de que 
10s jueces administran justicia y no sean flojos ni intere- 
sados, porque el Rey está encargudo de hacer que cum - 
plan con sus obligaciones. Las quejas deben ir al Rey, y 
el Rey las pasará al Consejo de Estado; y si pareciesen 
justas, los suspenderá, pasando el expediente al Tribunal 
Supremo de Justicia. La adicion 6 alteracion que ha pro- 
puesto el Sr. Anér dejaria la cosa muy general, y enton- 
ces dbbamos al Rey un conocimiento que no debe tenar. 

El Sr. VILLAGOMEZ: Estas últimas palabras del 
artículo me dejan alguna dificultad. Yo ya la tenia antes 
que hablasen los señores preopinantes. El Sr. Zorraquin 
ha dicho parte de lo que yo queria decir. Una acusacion, 
Para ser legal, no basta que sea bien puesta y con los da- 
tos necesarios. La acusacion presentada de un ciudadano 
contra otro la recibe el jaez, y entonces puede obrar. Has- 
ta este momento no debe suspenderse al acusado: así que 
debe ser por acusacion, no solo legalmente intentada, si- 
no admitida. No es lo mismo intentarla que admitirla. 
Con esto último se califica ya la acusacion, y por eso 
quisiera que se añadiera y admitida. 

El Sr. GORDILLO: Si bien no presentaba oscuridad 
alguna el artículo que ee discute, entendiéndose en la for- 
ma que lo ha explicado el Sr. Espiga, yo encuentro mu- 
chas di5cultades y aun considerables perjuicios contra la 
recta administracion de justicia, si su sentido es tal cual 
lo ha manifestado el Sr. Zorraquin. Séanse las que se fue- 
ren las intenciones que han animado á la comision de 
Constitucion en el arreglo del poder judiciario, y dígase 
lo que se quiera de las sábias medidas que ha planteadd 
para sujetar á los jueces á una efectiva responsabilidad, 
é impedirles ser círbitros en el manejo de los negocios en 
que los ciudadanos españoles libran la seguridad de sus 
bienes, de su honor y de sus personas, jamas se realiza- 
rán estos justos designios, ni se contendrán los excesos 
de los magistrados con el peligro 6 pena de ser depuestos 
ó suspendidos de sus empleos, si para que llegue 5, cum- 
plirse se previene como condicion indispensable que se in- 
tenten legalmente las delaciones en el Tribunal Supremo 
de Justicia. Porque iquién será el español que abandone 
su casa y su familia, emprenda l;na larga, dilatada y ar- 
riesgada jornada para delatar los crímenes de su respec- 
tivo magistrado? iQuién el que sacrificará sus caudales, 
su reposo y tranquilidad para fljarse en la córte hasta 
que satisfaga la veracidad de su delacion, y se concluya 
deflnitivamonte el juicio S que haya dado lugar? No se 
palpan, no, estos embarazos en la erposicion que ha he- 
cho el Sr. Espiga, y que en mi juicio os la mas conforme 
al plan de la Constitucion, Q la práctica observada en loa 
tribunales, y 5 los principios adoptados por V. N. Segun 
la Constitucion, todo ministro público que delinque, y da 
motivo B que se le forme cauaa criminal, debe ser suma- 
riado por el juez político de mayor graduacion que se ha, 
lle en el territorio. Con arreglo 4 la prictica, comuumen, 
te admitida y autorizada por la ley, los magistrados su- 
balternos pueden ser procesados por las Cancillerías J 
Audiencias; de consiguiente, en uno y otro caso ya está1 
señalados los tribunales ante quienes deba verificarse Ir 
dalacion, sin que para ello sea necesario acudir al Supre 
mo Tribunal de Justicia: entendiendose por legai la enun 
ciada delacicn, parece que debe ces8r en su destino e 
respectivo magistrado que ha sido acriminado, pues de. 
biendo reputarse por esta razon culpado y degradado dj 
la confianza pública, que debe recomendar su carácter 
UO BS justo que continúe en la administracion de jnsticia, 
mando 08 muy de temer que oean oìirndw p deaobedecidu 
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US providencias. Estas creo que son las benéficas y sábias 
ItenCioneS que animan á V. M., movido del laudable fin 
3 enfrenar la arbitrariedad de los jueces; y supuesto que 
3stoS leS queda expedito su recurso ant3 el Tribunal 
upremo de Justicia, donde se ha de remitir y purificar 
L Causa, e8 visto que puestos á salvo sus derechos, uo 
odrán quejarse de que se les sujete á loa primeros pro- 
edimientos judiciales; por tanto, soy de dictámen que pa- 
P evitar confusiones, y no dar lugar á siniestras iuter- 
mtaciones, se exprese ya en este ó en otro artículo que 
1s delaciones legalmente intentadas contra losmegistra- 
os y jueces deben forsslizarse en las respectiv8s pro- 
incias y en sus tribunales competentes. 

El Sr. VILLANUEVA: Diré dos palabras para ma- 
lifestar que el artículo está bien puesto y no necesita de 
dicion alguna. En el 260, hablando de las facultades 
.el Tribunal Supremo de Justicia, en la tercera se dice: 
conocer de todas las cau8as de separacion y suspension 
le los consejeros de Estado, y de los magistrados de las 
kudiencias.» Aquí se expresa claramente cómo debe en- 
enderse la acueacion legalmente intentada, porque la 
uspension del magistrado será con conocimiento. El co- 
Locer de la causa en lenguaje legal es ver si está funda- 
Ia la acusacion. Por consiguiente, me parece que no es 
necesario añadir lo que dice el Sr. Zorraquin de que sea 
)or el Tribunal Supremo de Justicia. 

El Sr. B!IUfiOZ TORRERO: Aquí se trata de la re- 
:la general. Si el Congreso lo aprueba, luego se podrá 
,ratar del tribunal que ha de cuidar del cumplimiento. 
?arece que en la regla general no hay inconveniente. 

El Sr. MARTINEZ (D. José): Por las mismas razo- 
18s entiendo que es necesaria la adicion del Sr. Zorra- 
luin: el art. 251, hablando de la suspension de los ma- 
$strados y jueces, debe necesariamente entenderse COn 
:1 Tribunal Supremo de Justicia, porque el artículo Si- 
zuiente especifica cuándo y cómo podrá el Rey suspen- 
ierles. En el primero no podrá el Tribunal Supremo de 
Justicia acordar la suspension sino por acusacion legal- 
nente intentada, J en el segundo podrá el Rey disponer- 
.a oido el Consejo de Estado, haciendo pasar inmediata- 
nente el expediente al Supremo Tribunal de Justicia para 
lue juzgue sobre el negocio principal COXI arreglo á Ias 
leyes. 

Póngase, pues, la adicion, y estaremos fuera de to- 
la duda; pero á mí se me ofrece otra. Segun el art. 260~ 
~1 Tribunal Supremo de Justicia ha de conocer en todas 
las causas de separacion y suspension de los consejefos 
de Estado y de los magistrados de las Audiencias; ui en 
dicho artículo ni en otra parte del proyecto se dice qnlen 
ha de conocer de las causas de separacion y suspension 
de los jueces inferiores, 6 llámense de primera instancia* 
Si V. N. determinase que las Audiencias, podrá Correr 
este artículo conforme se halla, dejando la determinaciO* 
insinuada para cuando se trate de las facultades de laS 
Audiencias en el art. 262, haciendo allí la adicion Cor - 
respondiente; y si entonces se estimase que el Supremo 
Tribunal de Justicia conozca exclusivamente de las cau- 
sas de separacion y suspansion de los jueces inferiores, en - 
tonces ser& preciso se haba en este lugar la corresPon’ 
diente adicion; pero quedando en uno y otro caso asPedi- 
ta al Rey la facultad de oir tambien las quejas que le.lle. 
garen contra los jueces inferiores, acordar su susPensron’ 
oido el Consejo de Estado, y seguidamente pasar el es: 
pediente para su continuacion sobre el punto principal s’ 
Supremo Tribunal de Justicia si se declara que éste deb,e 
conocer, d en su defecto á la Audiencia territorial; Y “‘.‘I 
apoyo por ahora 14 adicioo del Sr, Zorraquin, sin Pe@ 



cio de las demás que llevo indicadas, que deberán hacerse 
más adelante. 

EL Sr. VfLLAFA%JkZ: Señor, el espíritu del artículo 
es claro, y debe aprobarse como est;i (>rao que be trata 
que en adelante nmguno que ejerza jurisliixiou en nom- 
bre de V. M. pueda ser depuesto sin justa causa y sen- 
tencia, ni suspendido sin acusacion kgítimamente inten- 
tada. Este es el espíritu del artículo. Ha dicho el señor 
Torrero que despues en otro artículo es donde se trata de 
todas las causas que tocan al Supremo Tribunal (Leyó); 
pero yo digo que aqui es donde V. M. deba señalar á 
quien corresponde juzgar estos delitos, porque V. M. lo 

que quiere ea que ninguno que en adelante ejerza juris- 
dicwx, sea de la clase que fuere, pueda ser depuesto ni 
suspendido como antes arbitrariameutc; por conaiguien- 
te, en mi concepto no debe detenarre V. M. en aprobar 
el artícuio como .fe halla. » 

2011 efticto, así fué aprobado, no habiéndose admitklo 
ri discusion la adicion del Sr. Zorruquiu sobre qua des- 
puea de la palabra suspe&idos se añaiiese por cl Tribunal 
Szlprerno de Justicia. 

Se levantó la sesion. 
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